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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

El 7 de abril de 2015 el Municipio Autónomo de Carolina 

(Municipio) presentó recurso de revisión judicial en interés de que 

revocáramos la Resolución notificada el 17 de febrero de 2015 por 

la Comisión de Investigación, Procesamiento y Apelación (CIPA).  

En la referida determinación administrativa, la CIPA dejó sin efecto 

la destitución de Rafael Martínez Rivera (Sr. Martínez o recurrido) y 

ordenó su restitución al puesto que ocupaba en la Policía del 

Municipio. 

Contamos con el beneficio de la Transcripción de la vista 

administrativa, mas no con el alegato del recurrido, a pesar de 

haberle concedido un plazo para ello. 

A la luz de los fundamentos de derecho más adelante 

esbozados, revocamos la Resolución de la CIPA, por lo cual, 

dejamos sin efecto la orden de restitución del Sr. Martínez al 

cuerpo policiaco del Municipio. 
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I 

En síntesis el Municipio cuestiona la Resolución de la CIPA 

mediante la cual se ordenó la restitución del Sr. Martínez a su 

puesto de policía municipal, luego de habérsele destituido por 

desplegar un patrón de violencia, consistente en agredir a un 

menor y lacerarle el ojo izquierdo, y con posterioridad, agredir e 

intentar causarle daño con su vehículo a su hermano en el 

estacionamiento del Cuartel Municipal. 

Del expediente y la totalidad de la prueba presentada a la 

CIPA, surge que el 1 de marzo de 2012 el Sr. Martínez había sido 

suspendido de empleo y sueldo por 30 días por haber agredido y 

lacerado el ojo de un menor en abril de 2010; el menor era hijo de 

su entonces compañera consensual.  Apéndice, págs. 41-43. 

Tiempo después, el 20 de diciembre de 2012 el Alcalde del 

Municipio le remitió al Sr. Martínez una misiva en la que le 

informaba su intención de destituirlo del puesto de policía 

municipal, ello a raíz de la investigación de una querella 

administrativa por conducta impropia con relación a una riña 

entre el recurrido y su hermano en el estacionamiento en el 

Cuartel Municipal.  Específicamente se le imputó el 

incumplimiento del Artículo 6, Sec. 2, Incisos 1 y 4, así como la 

comisión de 3 faltas en violación al Artículo 13, Secs. 1B y 2B, del 

Reglamento de la Policía Municipal de Carolina (Reglamento).  

Apéndice, págs. 35-36.  Las Faltas imputadas leen de la siguiente 

manera: 

Artículo 6 

 
Todo miembro de la Policía Municipal de 

Carolina tendrá las siguientes facultades, obligaciones 

y prohibiciones en adición a otras que se impongan en 
virtud de ley, reglamentos, ordenanzas, órdenes 
ejecutivas u órdenes administrativas: 

 
1. Cumplir y hacer cumplir la ley, proteger la 

vida y propiedad de los ciudadanos de Carolina, velar 
por la seguridad y el orden público, prevenir la 
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comisión de actos delictivos y perseguir los delitos que 
se cometan en su presencia y aquellos que le sean 

sometidos por información y creencia en coordinación 
con la Policía Estatal. 

 
[…] 
 

4. Observar en todo momento los cánones de 
ética que rigen la conducta del servidor público y 
mantener una conducta ejemplar. 

 
[…]  Reglamento, Art. 6, Sec. 2, Incisos 1 y 4. 

 
Artículo 13 
 

[…] 
 

(16) Negarse a dar una explicación razonable a 
sus actuaciones oficiales o de aquella conducta, 
actitud y comportamiento que se refleje negativamente 

en su persona o en la Policía Municipal. 
 
[…]  Íd., Art. 13, Sec. 1 B, Inciso 16. 

 
A. Las faltas graves serán aquellas definidas y/o 

indicadas en este Reglamento u otra conducta que 
conlleve depravación moral. 

 

B. Se considerarán faltas graves las siguientes: 
 

(1) […] 
 
(15) Provocar y/o sostener riñas con miembros 

de la Policía Estatal o Municipal o cualesquiera otras 
personas particulares o empleados del Municipio. 

 

[…] 
 

(89) Manejar un vehículo de motor en forma 
descuidada o negligente. 

 

[…]  Íd., Art. 13, Sec. 2, Incisos 2 A-B (15) y (89). 
 

El Sr. Martínez solicitó la celebración de una vista 

administrativa informal, la cual se llevó a cabo el 8 de febrero de 

2013.  Recibido el Informe del Oficial Examinador, el Alcalde 

concluyó que según previamente imputado, el Sr. Martínez había 

infringido los Arts. 6 y 13 del Reglamento.  Consecuentemente, el 7 

de agosto de 2013 el Alcalde ordenó la destitución del Sr. Martínez.  

Apéndice, págs. 29-31. 

El 16 de agosto de 2013 el Sr. Martínez apeló la decisión del 

Alcalde y solicitó vista administrativa ante la CIPA, la cual celebró 
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audiencia el 4 de septiembre de 2014.  El Sr. Martínez compareció 

pero no testificó. El Municipio presentó la siguiente prueba 

documental y testifical: 

Exhibits: 

 Resultado de Investigación del Municipio (Destitución) 

 Citación a Vista Administrativa 

 Carta del Sr. Martínez solicitando vista administrativa 

 Diligenciamiento 

 Resultado de Investigación del Municipio (Intención de 

Destitución) 

 Informe de Incidente ante la Policía de Puerto Rico 

 Resultado de Investigación del Municipio (Suspensión por 

agredir a menor) 

Apéndice, págs. 29-43 

Testigos: 

 Roberto Colón Baerga, Investigador del Departamento de 

Asuntos Internos del Municipio (Transcripción, págs. 5-

37) 

 PM Carlos Hiram Nieves Rodríguez (Íd., págs. 38-73) 

 Sgto. Miguel Ángel Seijo Martínez (Íd., págs. 74-81) 

En consideración de lo antecedente, la CIPA emitió la 

Resolución aquí recurrida, en la cual consignó las siguientes 

determinaciones de hechos: 

1. El [Sr. Martínez] se desempeña en el puesto regular 

de la Policía Municipal de Carolina. 
2. El día 10 de marzo de 2012, el [Sr. Martínez] laboró 

en el cuartel de Metrópolis Carolina, en el turno de 

12 del mediodía a ocho de la noche. 
3. El [Sr. Martínez] le prestó su vehículo de motor a su 

hermano, el señor Eddie Martínez Rivera, en 
adelante Eddie.  Su hermano debía buscar al [Sr. 
Martínez] a las 8:00 p.m., hora en que éste 

entregaba [el] turno. 
4. El señor Eddie Martínez Rivera no llegó a la hora 

acordada, por lo que el [Sr. Martínez] se molestó. 



 
 

 
KLRA201500342    

 

5 

5. El PM Carlos Hiram Nieves Rodríguez #057, laboró 
en el turno de 8:00 p.m. a 4 a.m. en el puesto de 

retén y había comenzado a laborar en el mismo. 
6. El [Sr. Martínez] se encontraba molesto porque su 

hermano no llegaba con el vehículo.  El señor Eddie 
Martínez Rivera llegó a entregarle el vehículo a las 
8:30 p.m.  El [Sr. Martínez] le dijo molesto a su 

hermano: “Bájate del carro, puñeta, cabrón.  Todo 
el tiempo esperando por ti y no llegas.” 

7. El hermano se bajó del vehículo y el [Sr. Martínez] 

se montó en el asiento del conductor.  Le dijo a su 
hermano que se fuera “a pie”, es decir, caminando.  

El PM Carlos Hiram Nieves Rodríguez #057, 
mientras se dirigía a su puesto en el retén, escuchó 
el chirriar de unos neumáticos de vehículo de motor 

y, acto seguido escuchó un golpe.  Cuando miró 
observó al hermano del apelante acostado en el 

suelo.  El PM Nieves Rodríguez no observó cómo 
sucedieron los hechos relacionados con el vehículo, 
ya que se dirigía, de espaldas al vehículo de motor, 

cuando caminaba hacia el cuartel al escuchar el 
golpe.  Eddie buscó un palo de escoba para darle al 
vehículo de motor de su hermano, pero el PM 

Nieves Rodríguez se lo quitó.  El [Sr. Martínez] se 
marchó del lugar en su vehículo.  Durante el 

incidente no hubo amenazas, ni tentativa de 
agresión del [Sr. Martínez] hacia su hermano.  Sólo 
hubo un intercambio de palabras. 

8. Eddie informó al PM Nieves Rodríguez que quería 
querellarse contra el [Sr. Martínez], alegando que lo 
golpeó con el vehículo mientras éste daba reversa 

con su vehículo de motor.  El PM Nieves Rodríguez 
le indicó que él no podía investigar el caso y se 

comunicó con el Sgto. Miguel Ángel Seijo Martínez 
de la policía estatal.  Como el policía estatal tardó 
en llegar, Eddie se marchó caminando del cuartel. 

9. El sargento estatal Seijo Martínez, acudió al negocio 
del padre del [Sr. Martínez] y de su hermano Eddie.  

A pesar de que Eddie tenía un golpe en una mano y 
la tenía un poco hinchada, éste le informó que no 
tenía interés en continuar con el caso, por lo que no 

se radicaron cargos contra el apelante. 
Apéndice, págs. 1-2. 

 

Al tenor de las precedentes determinaciones fácticas, la CIPA 

concluyó que el Sr. Martínez no había incurrido en las faltas 

imputadas, pues no se había presentado prueba al respecto, y 

estimó que el intercambio entre el recurrido y su hermano había 

sido una desavenencia.  En consecuencia, la CIPA declaró ha lugar 

la apelación del Sr. Martínez, y revocó la medida disciplinaria de 

destitución del cuerpo policiaco municipal. Apéndice, pág. 5. 
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Oportunamente el Municipio solicitó reconsideración, pero 

no surge del expediente que la CIPA hubiese atendido la referida 

solicitud. 

Aun inconforme con el dictamen administrativo, el Municipio 

oportunamente compareció y le imputó los siguientes errores a la 

CIPA: 

Erró la [CIPA] en la apreciación de la prueba 
incontrovertida. 
 

Erró la [CIPA] en la conclusión de que el intento del 
[Sr. Martínez] en hacer daño a su hermano era una 

desavenencia, lo que no se sostiene con la prueba 
incontrovertida. 
 

Erró la [CIPA] en otorgar el derecho a la no 
autoincriminación al [Sr. Martínez] sin que se invocara 
el mismo y sin que el caso presente tuviera alguna 

repercusión de índole criminal. 
 

Mediante Resolución de 21 de abril de 2015 le concedimos 

término tanto al Municipio para someter la Transcripción de la 

vista administrativa, como al recurrido para presentar su alegato.  

El 27 de abril de 2015 el Municipio presentó la Transcripción, pero 

el recurrido no compareció. 

II 

 
Revisión Judicial 

 
Es norma reiterada “que las decisiones de los foros 

administrativos están revestidas de una presunción de regularidad 

y corrección.  Las conclusiones de estas agencias merecen gran 

deferencia por parte de los tribunales, por lo que debemos ser 

cuidadosos al intervenir con las determinaciones administrativas”.  

González Segarra et al. v. CFSE, 188 DPR 252 (2013), citando a 

Empresas Loyola v. Com. Ciudadanos, 186 DPR 1033 (2012); 

Acarón et al. v. D.R.N.A., 186 DPR 564 (2012).  Véase, además, 

Sec. 4.5 de la Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 1988, conocida 

como la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU), 

según enmendada, 3 LPRA sec. 2175.  Esta deferencia tiene su 
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fundamento en la vasta experiencia y el conocimiento especializado 

que ostentan las agencias acerca de los asuntos que les son 

encomendados.  González Segarra et al. v. CFSE, supra; 

Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 614 (2006); 

Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005).  Al momento de revisar una 

decisión administrativa, el criterio rector para los tribunales será la 

razonabilidad en la actuación de la agencia.  Íd.  Corresponde a los 

tribunales analizar las determinaciones de hechos de los 

organismos administrativos amparados en esa deferencia y 

razonabilidad.  González Segarra et al. v. CFSE, supra. 

Ahora bien, esta norma de deferencia de ningún modo puede 

afectar el alcance de la facultad de revisión de los tribunales.  

Padín Medina v. Adm. Sist. Retiro, 171 DPR 950 (2007).  En lo 

pertinente, la LPAU dispone que: 

El Tribunal podrá conceder el remedio apropiado si 

determina que el peticionario tiene derecho a un 
remedio.  Las determinaciones de hecho de las 
decisiones de las agencias serán sostenidas por el 

Tribunal, si se basan en evidencia sustancial que obra 
en el expediente administrativo.  Las conclusiones de 

derecho serán revisables en todos sus aspectos.  
3 LPRA sec. 2175. 

 

Cónsono con lo anterior, nuestro supremo foro judicial ha 

expresado que los tribunales no debemos intervenir o alterar las 

determinaciones de hechos de un organismo administrativo si 

surge del expediente administrativo considerado en su totalidad 

que existe evidencia sustancial que sostiene dichas 

determinaciones.  González Segarra et al. v. CFSE, supra.  Se ha 

definido en diversas ocasiones evidencia sustancial como aquella 

evidencia relevante que una mente razonable podría aceptar como 

adecuada para sostener una conclusión.  Íd. 

Conforme a lo antes expresado, una parte afectada que 

quiera controvertir las determinaciones de hechos de un organismo 

administrativo deberá demostrar la existencia de otra prueba que 
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sostenga que la actuación de la agencia no está basada en 

evidencia sustancial o que reduzca el valor de la evidencia 

impugnada.  González Segarra et al. v. CFSE, supra; Otero v. 

Toyota, supra, pág. 728.  De no lograrlo, el tribunal respetará las 

determinaciones de hechos y no sustituirá el criterio de la agencia 

por el suyo.  González Segarra et al. v. CFSE, supra. 

En lo que concierne a las conclusiones de derecho, el 

tribunal las puede revisar en todos sus aspectos, sin sujeción a 

norma o criterio alguno.  González Segarra et al. v. CFSE, supra; 

Pereira Suárez v. Jta. Dir. Cond., 182 DPR 485, 513 (2011).  De 

ordinario, al revisar las decisiones de las agencias, los tribunales 

brindan mucha deferencia y respeto a las interpretaciones del 

estatuto que sean efectuadas por el organismo facultado por ley 

para velar por su administración y cumplimiento.  González 

Segarra et al. v. CFSE, supra; Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. 

P.R., 144 DPR 425, 436 (1997).  De esa forma, si la interpretación 

de la ley realizada por la agencia es razonable, aunque no sea la 

única razonable, los tribunales deben darle deferencia.  González 

Segarra et al. v. CFSE, supra; Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 

supra, pág. 616. 

La revisión judicial de decisiones administrativas se debe 

limitar a determinar si la agencia actuó arbitraria o ilegalmente, o 

en forma tan irrazonable que su actuación constituye un abuso de 

discreción.  Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69 (2004); Fuertes y 

otros v. A.R.Pe., 134 DPR 947, 953 (1993). 

En síntesis, la deferencia cederá únicamente: (1) cuando no 

está basada en evidencia sustancial; (2) cuando el organismo 

administrativo ha errado en la aplicación de la ley, y (3) cuando ha 

mediado una actuación irrazonable o ilegal.  González Segarra et 

al. v. CFSE, supra; Otero v. Toyota, supra, pág. 729. 
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Debido Proceso de Ley 

La Constitución de Puerto Rico y la Constitución de los 

Estados Unidos reconocen el derecho a un debido proceso de ley 

como salvaguarda de las privaciones de libertad o propiedad.  

Art. II, Sec. 7, Const. E.L.A., LPRA, Tomo 1; Emda. V, Const. 

EE.UU., LPRA, Tomo I; Vázquez González v. Mun. de San Juan, 

178 DPR 636 (2010).  El debido proceso de ley opera en dos 

dimensiones: la sustantiva y la procesal.  Vázquez González v. 

Mun. de San Juan, supra; U. Ind. Emp. A.E.P. v. A.E.P., 

146 DPR 611, 615-616 (1998).  La dimensión procesal impone al 

Estado la obligación de garantizar que la interferencia con los 

intereses de libertad y propiedad del individuo se haga mediante 

un procedimiento justo y equitativo.  Vázquez González v. Mun. de 

San Juan, supra; U. Ind. Emp. A.E.P. v. A.E.P., supra; Rivera 

Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc., 133 DPR 881, 887 (1993).  

Esta vertiente no es un molde riguroso que se da en el abstracto, 

pues su naturaleza es eminentemente circunstancial y pragmática, 

no dogmática.  Cada caso exige una evaluación concienzuda de las 

circunstancias envueltas.  Quiles Rodríguez v. Supte. Policía, 139 

DPR 272 (1995); Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc., supra. 

Por su parte, la Sección 3.1 de LPAU, 3 LPRA sec. 2151(a), 

trata sobre la carta de derechos en los procedimientos 

adjudicativos.  La misma dispone que en todo procedimiento 

adjudicativo formal ante una agencia se salvaguardarán los 

siguientes derechos: (1) el derecho a notificación oportuna de los 

cargos o querellas o reclamos en contra de una parte; (2) el 

derecho a presentar evidencia; (3) el derecho a una adjudicación 

imparcial; y (4) el derecho a que la decisión sea basada en el 

expediente. 

Los empleados públicos de carrera en Puerto Rico tienen un 

interés propietario sobre sus plazas por lo que son acreedores de 
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un debido proceso de ley.  Vázquez González v. Mun. de San Juan, 

supra, pág. 643; Torres Solano v. P.R.T.C., 127 DPR 499 (1990).  

Nuestro más Alto Foro ha expresado que los requisitos para 

garantizar el debido proceso de ley en su modalidad procesal 

son: (1) notificación adecuada del proceso; (2) proceso ante un juez 

imparcial; (3) oportunidad de ser oído; (4) derecho a 

contrainterrogar a los testigos y examinar la evidencia presentada 

en su contra; (5) tener asistencia de abogado; y (6) que la decisión 

se base en el récord.  Vázquez González v. Mun. de San Juan, 

supra; Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc., supra, 

págs. 888-889.  Cónsono con lo anterior, para intervenir con el 

derecho propietario que ostentan los empleados públicos es 

necesario celebrar una vista informal previa en donde se le dé al 

empleado la oportunidad de ser escuchado.  González Segarra et 

al. v. CFSE, supra; Vázquez González v. Mun. de San Juan, supra, 

págs. 643-644; Torres Solano v. P.R.T.C., supra. 

Nuestra jurisprudencia normativa ha reconocido que en la 

vista informal previa a la destitución de un empleado de carrera, lo 

único que se le debe proveer a este es: 1) una notificación por 

escrito de los cargos administrativos en su contra; 2) una 

descripción de la prueba que posee el patrono; y 3) una 

oportunidad para que el empleado exprese su versión de lo 

sucedido.  Ello así, porque el empleado, en caso de que sea 

destituido, tendrá derecho a que se celebre una vista formal donde 

se le garanticen los derechos reconocidos por la LPAU en los 

procedimientos adjudicativos.  Por lo tanto, por vía de excepción, 

en esta vista informal no se le tienen que garantizar al empleado 

los derechos consignados en la LPAU.  Torres Santiago v. Depto. 

Justicia, 181 DPR 969 (2011), nota 22; Marrero Caratini v. 

Rodríguez Rodríguez, 138 DPR 215, 222 (1995). 
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Nuestro ordenamiento reconoce que la celebración de una 

vista informal previa al despido no es necesaria en todos los casos.  

Por excepción, en situaciones donde el patrono percibe un peligro 

significativo si mantiene al empleado en su puesto, procede que se 

suspenda al empleado, con sueldo.  U. Ind. Emp. A.E.P. v. A.E.P., 

supra, pág. 618.  Además, se le debe ofrecer, en un término 

razonable de tiempo, la oportunidad de ser oído en una vista 

informal o en una en la cual se adjudique formalmente la 

controversia.  Díaz Martínez v. Policía, 134 DPR 144, 153 (1993). 

Ley y Reglamentación de la Policía Municipal 

En lo que concierne al trámite de faltas graves imputadas a 

algún miembro de la Policía Municipal, debemos remitirnos a la 

Ley Núm. 19 de 12 de mayo de 1977, según enmendada, conocida 

como la Ley de la Policía Municipal, 21 LPRA sec. 1061 et seq. 

(Ley 19).  En lo aquí pertinente, la Sección 5 de la Ley 19, 21 LPRA 

sec. 1065, provee lo siguiente: 

El alcalde queda facultado para determinar por 
reglamento, la organización y administración de la 
Policía Municipal, las obligaciones, responsabilidades 

y conducta de sus miembros, el cumplimiento con lo 
dispuesto en la sec. 1077 de este título y cualquier 
otro asunto necesario para su funcionamiento. 

 
[…] 21 LPRA sec. 1065. 

 
Entretanto, las Secciones 8 a la 10 de la Ley 19, 21 LPRA 

sec. 1068-1070, respectivamente establecen lo siguiente: 

 
Faltas, clasificación 
 

El reglamento determinará, entre otros, las faltas de 
los miembros del Cuerpo que conlleven acción 
disciplinaria, así como la acción correspondiente con 

arreglo a lo dispuesto en este capítulo.  Dichas faltas 
estarán clasificadas en graves o leves y se dispondrá 

para las correspondientes sanciones o penalidades.  Se 
establece que cualquier trámite de falta leve, 
incluyendo su investigación y adjudicación final, 

comenzado contra un miembro del Cuerpo, no podrá 
sin justa causa excederse de un término máximo de 
ciento ochenta (180) días, salvo que la Policía y dentro 

de esos ciento ochenta (180) días, prorrogue el término 
para resolver por un período que no excederá de 
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noventa (90) días adicionales.  Cualquier trámite de 
falta grave, incluyendo su investigación y adjudicación 

final, no podrá sin justa causa excederse de un 
término máximo de un (1) año, salvo que la Policía y 

dentro de ese período de un (1) año, prorrogue el 
término para resolver por un período que no excederá 
de noventa (90) días adicionales.  Dichos términos 

comenzarán a contarse una vez la Policía Municipal 
reciba la radicación de una querella contra un 
miembro o integrante del Cuerpo donde se advenga en 

conocimiento de la posible comisión de un acto que 
lleva aparejado una sanción punible por el reglamento 

promulgado en virtud de este capítulo. 
 
Además de los términos antes señalados, el 

reglamento establecerá mecanismos ágiles y expeditos 
que aseguren al miembro del Cuerpo que se le 

brindarán todas las garantías procesales necesarias 
para recibir un trámite justo acorde con las 
disposiciones de este capítulo.  21 LPRA sec. 1068. 

 
Acción disciplinaria 
 

(a) La acción disciplinaria por faltas leves se fijarán en 
el reglamento, el cual determinará los oficiales y 

demás miembros del Cuerpo que tendrán facultad 
para investigar y recomendar al Comisionado la 
acción disciplinaria que se recomienda en cada 

caso. 
 
(b) El miembro del Cuerpo que no esté conforme con el 

castigo o sanción impuesta por falta leve, podrá 
radicar ante el Comisionado el correspondiente 

escrito de apelación.  El escrito deberá radicarse 
dentro de un plazo de diez (10) días contados desde 
la fecha de la notificación del castigo. 

 
(c) El Comisionado, luego de examinar y analizar el 

expediente, queda facultado para dejar sin efecto el 
castigo, confirmarlo o imponer aquel castigo que 
estimare razonable de acuerdo con las 

disposiciones de este capítulo o de los reglamentos 
adoptados en virtud del mismo.  21 LPRA 
sec. 1069. 

 
Faltas graves, informe, resolución del caso, castigo, 

suspensión 
 
(a) En toda acción disciplinaria por faltas graves, el 

Comisionado preparará un informe completo al 
alcalde en torno a las imputaciones hechas contra 

el miembro o miembros del Cuerpo. 
 
(b) El alcalde, luego de examinar y analizar el 

expediente y de dar al querellado la oportunidad de 
ser oído, resolverá el caso absolviendo al querellado 
o imponiendo el castigo que estime razonable según 

lo dispone el inciso (d) de esta sección.  Si se 
declara culpable el miembro o miembros del Cuerpo 

concernidos así lo harán constar por escrito bajo su 
firma.  El Comisionado entregará copia al 
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querellado del documento contentivo de la decisión, 
lo que se comprobará por medio de la firma del 

alcalde e indicando la fecha y la hora de la decisión.  
El procedimiento para estos casos se determinará 

mediante reglamento. 
 
(c) Los cargos por faltas graves serán formulados por 

escrito y firmados por el Comisionado entregando 
copia de éstos al miembro del Cuerpo a quien 
corresponda. 

 
(d) El castigo a imponerse por faltas graves podrá ser 

uno de los siguientes: expulsión permanente del 
Cuerpo, degradación o suspensión del Cuerpo, sin 
sueldo, por un período no mayor de tres (3) meses. 

 
(e) El Comisionado, con la autorización previa del 

alcalde, tendrá facultad para suspender 
temporalmente de empleo y sueldo a cualquier 
miembro del Cuerpo mientras se practica cualquier 

investigación que se ordene relativa a 
incompetencia, mala conducta o crimen de que se 
acuse a dicho miembro.  En tal caso, el 

Comisionado hará que se formulen los 
correspondientes cargos sin demora innecesaria; 

investigará e informará al alcalde tales casos a la 
mayor brevedad posible, para que éste imponga el 
castigo que estime razonable dentro de los límites 

de este capítulo y sus reglamentos o disponiendo la 
reinstalación al servicio de dicha persona con 
devolución de los sueldos devengados o sin ellos 

durante el período de la suspensión, si a su juicio 
los hechos lo justificaren conforme lo dispuesto en 

el inciso (d) de esta sección.  En el caso de que el 
miembro así sancionado, no esté de acuerdo con tal 
determinación, tendrá derecho a apelar, dentro de 

los diez (10) días de haber sido notificado por 
escrito, ante la Junta de Apelaciones del Sistema de 

Administración de Personal, establecida por la Ley 
Núm. 5 de 14 de octubre de 1975, según 
enmendada. 

 
(f) Cuando un miembro del Cuerpo estuviere 

suspendido de empleo y sueldo por cualquier 

concepto estará inhabilitado para ejercer sus 
funciones como tal.  Tampoco disfrutará de los 

derechos y privilegios que por ley se conceden a 
miembros del Cuerpo mientras dure dicha 
suspensión.  21 LPRA sec. 1070. 

 
Al tenor de las precitadas disposiciones, el Reglamento 

dispone sobre la conducta de los agentes de la Policía Municipal.  

En lo pertinente, establece en el Inciso 3 del Artículo 13 que el 

Alcalde podrá tomar medidas correctivas sobre cualquier miembro 

que incurra en alguna actuación o conducta clasificada como falta 

leve o grave.  Véase, también, Art. 7A del Reglamento.  Cuando se 
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trate de una falta leve, el castigo podría ir desde una amonestación 

verbal o escrita, o la prestación de servicios comunitarios, hasta la 

suspensión de empleo y sueldo por un periodo que no exceda de 

30 días, o una combinación de ambas.  En el caso de la comisión 

de una falta grave, el castigo podrá ir desde la degradación, 

suspensión de empleo y sueldo por un periodo no mayor de 

tres meses, o una combinación de ambas, hasta la destitución. 

Entre las faltas leves, o sea, aquellas que infringen las 

obligaciones del empleo o normas de conducta que no conllevan 

depravación moral, figura la siguiente: 

(16) Negarse a dar una explicación razonable a sus 
actuaciones oficiales o de aquella conducta, actitud 
y comportamiento que se refleje negativamente en 

su persona o en la Policía Municipal. 
 

Véase Reglamento, Art. 13, Sec. 1 B, Inciso 16. 
 
Entre las faltas graves por las que se podría expulsar a un 

agente del Cuerpo de la Policía Municipal, es pertinente mencionar 

las siguientes: 

 A. Las faltas graves serán aquellas definidas y/o 
indicadas en este Reglamento u otra conducta que 
conlleve depravación moral. 

 
 B. Se considerarán faltas graves las siguientes: 

 
(1) […] 

 

(15) Provocar y/o sostener riñas con miembros de 
la Policía Estatal o Municipal o cualesquiera otras 
personas particulares o empleados del Municipio. 

 
[…] 

  
(89) Manejar un vehículo de motor en forma 
descuidada o negligente. 

 
[…] 

 
Reglamento, Art. 13, Sec. 2, Incisos 2 A-B (15) y (89). 
 

Entretanto, el Art. 15 del Reglamento detalla el proceso 

investigativo a seguir con relación a la imputación de las 

precitadas faltas. 
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Por último, conviene destacar que el proceso de acción 

disciplinaria contra un policía municipal consiste de seis (6) 

etapas:  la investigativa, la formulación de cargos, la celebración de 

vista, la decisión del Alcalde, la etapa apelativa ante la CIPA y, 

luego, la revisión judicial del dictamen emitido por la CIPA.  Asoc. 

Miembros Policía v. Supte. Policía, 136 DPR 271, 280 (1994). 

CIPA 

La Ley Núm. 32 del 22 de mayo de 1972,  1 LPRA sec. 171 et 

seq, creó la CIPA como organismo administrativo con facultades 

cuasi judiciales para entender en aquellos casos en que se impute 

mal uso o abuso de autoridad a cualquier funcionario del orden 

público, agente de rentas internas o cualquier otro funcionario de 

la Rama Ejecutiva autorizado a realizar arrestos.  Arocho v. Policía 

de P.R., 144 DPR 765 (1998); Ortiz Ruiz v. Superintendente Policía, 

132 DPR 432 (1993).  En lo pertinente, como cuerpo apelativo, la 

CIPA tiene jurisdicción exclusiva para oír y resolver apelaciones 

interpuestas por los miembros de la uniformada, incluso la Policía 

Municipal, cuando el Alcalde les haya impuesto cualquier medida 

disciplinaria con relación a una falta grave.  Ramírez v. Policía de 

P.R., 158 DPR 320 (2002). 

El Tribunal Supremo ha expresado que la vista ante la CIPA 

es propiamente un juicio de novo “donde el organismo 

administrativo tiene la oportunidad de escuchar toda la evidencia y 

otorgarle el valor probatorio que a su juicio merezca”.  Ramírez v. 

Policía de P.R., supra, pág. 332.  Añádase que la vista que se 

celebra ante el mencionado organismo administrativo es una vista 

formal.  Ello así, pues en la vista “se ventilan de manera definitiva, 

a nivel administrativo, todos los derechos del empleado, y las 

determinaciones de hecho de esa agencia están sujetas, 

únicamente, al limitado ámbito de la revisión judicial”, lo que a su 

vez, equivale a un juicio en sus méritos.  Íd., pág. 334. 



 
 

 
KLRA201500342 

 

16 

Apreciación de la prueba 
 

Nuestro esquema probatorio está revestido por un manto de 

deferencia hacia las determinaciones que realizan los juzgadores 

de primera instancia sobre la prueba testifical presentada ante su 

consideración. Como regla general, los tribunales apelativos no 

deben intervenir con las determinaciones de hechos y la 

adjudicación de credibilidad del juzgador de los hechos, ni 

sustituir las determinaciones del foro primario por sus propias 

apreciaciones, salvo que haya mediado error, prejuicio o 

parcialidad. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado 

reiteradamente que las determinaciones de hechos de los 

tribunales o las agencias administrativas, sustentadas en prueba 

oral, merecen gran deferencia por los tribunales apelativos. Este 

axioma está basado en consideraciones lógicas, ya que el 

magistrado del foro primario es quien ha tenido la oportunidad de 

contactar directamente este tipo de prueba. Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, 187 DPR 750, 770-771 (2013); Pueblo v. García 

Colón, 182 DPR 129, 165 (2011); González Hernández v. González 

Hernández, 181 DPR 746, 776-777 (2011). Incluso, bastan las 

declaraciones no controvertidas de un solo testigo creídas por el 

foro de instancia para estimar probado un hecho, salvo que lo 

expresado sea físicamente imposible o inverosímil, o que su 

demeanor no merezca credibilidad. 32 LPRA Ap. IV R. 110 (D); 

Suárez Cáceres v. C.E.E., 176 DPR 31, 68 (2009). 

No obstante, la norma de la deferencia judicial no es 

absoluta porque el tribunal revisor podrá intervenir con las 

conclusiones de hechos de un foro primario, cuando la apreciación 

de la prueba no representa el balance más racional, justiciero y 

jurídico de la totalidad de la prueba. La norma de la deferencia 

también encuentra su excepción y cede, cuando se demuestra que 

el juzgador de instancia actuó motivado por pasión, prejuicio, 
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parcialidad, o que incurrió en error manifiesto. Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, supra, págs. 771-772; Pueblo v. García Colón, 

supra, pág. 165; González Hernández v. González Hernández, 

supra, pág. 777. 

Los foros apelativos, además, tienen amplia facultad para 

revisar la prueba documental y pericial, así como las conclusiones 

de derecho en que se basa la sentencia o resolución final, ya que 

en esa evaluación estamos en la misma posición que el foro 

recurrido. Las conclusiones de derecho del foro de instancia son 

revisables en su totalidad por los tribunales de apelaciones. Dávila 

Nieves v. Meléndez Marín, supra, pág. 770; González Hernández v. 

González Hernández, supra, pág. 777. 

III 

En esencia, el Municipio sostiene que la CIPA erró al ordenar 

la restitución del Sr. Martínez al cuerpo policiaco municipal, ello a 

base de una errada apreciación de la prueba.1  Luego de 

cuidadosamente analizar las alegaciones del Municipio, a la luz de 

la totalidad del expediente, y enmarcada la controversia del caso, 

en la normativa previamente articulada, concluimos que le asiste 

la razón al Municipio.  Explicamos. 

La controversia medular en este caso consiste en determinar 

si la evidencia sustancial en el expediente administrativo sustenta 

la decisión de la CIPA de ordenar la restitución del recurrido al 

cuerpo policiaco municipal.  Particularmente, debemos determinar 

si la prueba ofrecida por el Municipio durante la vista 

administrativa informal, apoya la decisión del Alcalde de destituir 

al recurrido de la Policía Municipal. 

                                                 
1 Hacemos la siguiente salvedad.  El Municipio hizo 3 señalamientos de errores; 

2 sobre la apreciación de la prueba, y 1 sobre el derecho a la no 

autoincriminación.  Sin embargo, sólo los primeros 2 errores merecen discusión.  
El tercer señalamiento no sólo no fue discutido en el recurso de revisión, sino 

que no formó parte de la Resolución aquí recurrida. 
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En este caso, advertimos que el 2 de marzo de 2012 el 

recurrido ya había sido sancionado por 2 faltas graves al 

Reglamento, ello por agredir al hijo mejor de su entonces 

compañera consensual.  Asimismo, poco después de notificarse la 

correspondiente suspensión de empleo y sueldo,  el 10 de marzo de 

2012 el recurrido nuevamente incurre en conducta cuestionable e 

impropia, ello al involucrarse en una riña con su hermano en el 

estacionamiento del Cuartel Municipal, lo cual culminó en que el 

recurrido impactó con su vehículo a su hermano.  Tanto la prueba 

testifical como las determinaciones de hechos de la CIPA confirman 

ese lamentable incidente. 

El testimonio del PM Nieves reveló que la noche del incidente 

el Sr. Martínez estaba molesto e inquieto por la situación de su 

hermano quien se retrasó en llevarle su vehículo.  Observó y 

escuchó cuando el Sr. Martínez le dijo palabras soeces a su 

hermano. Aunque no vio el impacto, el PM Nieves sí escuchó la 

“chillá de goma” y el “cantazo” compatible con el impacto del 

vehículo al hermano, e inmediatamente vio el vehículo en reversa y 

al hermano tirado en el suelo con el brazo izquierdo lastimado.  

Transcripción, págs. 41-51, 57, 62, 66 y 71-72.  El Sgto. Seijo 

confirmó que luego observó que el hermano tenía el brazo izquierdo 

hinchado.  Transcripción, págs. 77-80. 

Por lo antecedente, concluimos que el Municipio cumplió con 

su quantum de prueba al establecer que el recurrido incurrió en al 

menos en una segunda ocasión en conducta cuestionable e 

impropia.  El Sr. Martínez desplegó un grave menosprecio hacia la 

vida y la seguridad de su hermano cuando en medio de una riña le 

impactó con su vehículo de motor, lo que a su vez, sin lugar a 

dudas constituye un manejo vehicular descuidado y negligente.  

De un cuidadoso examen de la prueba testifical, no resulta 

inverosímil ni mucho menos descabellado colegir que 
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efectivamente el recurrido impactó con su vehículo a su hermano.  

Indubitadamente el recurrido incurrió en una segunda agresión, 

por lo que no es razonable esperar a otras conductas impropias 

como estas para tomar la drástica sanción de la destitución.  

Precisamente comportamientos como estos son los que la doctrina 

de disciplina progresiva excluye.  Véase, Feliciano Martes v. 

Sheraton Old San Juan, 182 DPR 368 (2011); Rivera vs. Pan Pepín, 

161 DPR 681, 690 (2004); Jusino et.al. v. Walgreens, 155 DPR 560, 

574 (2001); Srio. del Trabajo v. G.P. Inds., Inc., 153 DPR 223, 245 

(2001); Soto v. Adm. Inst. Juveniles, 148 DPR 810 (1999); Aut. de 

Edificios Públicos v. Unión Independiente de Empleados, 130 DPR 

983, 994-995 (1992); Torres Solano v. P.R.T.C., supra, págs. 515-

516; Srio. del Trabajo v. I.T.T., 108 DPR 536, 542-543 (1979). 

En fin, la Resolución de la CIPA no representa una decisión 

razonable a la luz de la evidencia sustancial del expediente.  En 

particular, la prueba testifical contradice la conclusión 

administrativa.  Incluso, las determinaciones de hechos de la 

Resolución son contrarias a la interpretación y conclusión de la 

CIPA.  Por todo lo cual, en este caso no se sostiene la presunción 

de corrección y regularidad que como principio jurídico le asiste a 

la CIPA.  Asimismo, luego de analizar la Transcripción, tampoco 

merece deferencia la apreciación de la prueba del foro recurrido, 

pues no representa el balance más racional ni mucho menos 

justiciero de la totalidad de la prueba. 

Añádase que luego de mirar con detenimiento el trámite 

administrativo precedente, no advertimos infracción alguna al 

debido proceso de ley del recurrido.  Esto es, surge del expediente 

que el Municipio investigó y el Alcalde notificó al recurrente con 

relación a las faltas graves imputadas, luego, según solicitado por 

el recurrente, se celebró la vista informal correspondiente con las 

garantías pertinentes (conocimiento de cargos, derecho a 
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confrontar la prueba, presentar prueba y comparecer con abogado, 

informe preparado por oficial externo e imparcial, y notificación de 

la decisión final del Alcalde), y ante la subsiguiente apelación en la 

CIPA, se celebró la correspondiente vista formal con las consabidas 

garantías, y luego se emitió la Resolución aquí recurrida.   

Por todo lo antecedente, concluimos que incidió la CIPA al 

emitir la Resolución de epígrafe, por lo cual, procede revocar el 

dictamen recurrido, y restituir la decisión del Alcalde de destituir 

al Sr. Martínez de la Policía Municipal. 

IV 

Al tenor de los enunciados fundamentos, se revoca la 

Resolución de la CIPA, y se deja sin efecto la restitución del Sr. 

Martínez. 

Notifíquese de inmediato. 

 Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


